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1. GLOSARIO 
Acusado: Aquel a quien se imputa judicialmente algún delito 
Centros penitenciarios: Local destinado a reclusión de presos. 
CIDH: Corte Internacional de Derechos Humanos 
Delito: Es la infracción a la ley del Estado promulgada para proteger la seguri-
dad de los ciudadanos, resultante de un acto externo del hombre, positivo o ne-
gativo, moralmente imputable y políticamente dañoso. 
Hacinamiento: Amontonar, acumular, juntar sin orden. 
Humanización: Ablandarse, desenojarse, hacerse benigno 
INPEC: Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario. 
Leptospirosis: Infección que ocurre en climas cálidos cuando se entra en con-
tacto con la bacteria Leptospira. Principalmente en roedores y agua contami-
nada. 
Penalización: Tipificar como delito o falta una determinada conducta. 
Prórroga: Ampliación jurisdiccional a personas o casos distintos de los iniciales 
Punibilidad: Situación en que se encuentra quien por haber cometido en de-
lito, se hace acreedor de un castigo. 
Resocialización: Readaptación de un individuo a las normas de comporta-
miento social. 
Superpoblación: Exceso de individuos de una especie o de un conjunto de es-
pecies en un espacio determinado. 
 
Fuentes:   (DRAE, 2014) 
(Arboleda, A., 2009) 
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2. RESUMEN 
El presente trabajo de grado tratará los resultados de la investigación rea-
lizada en el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de 
la ciudad de Santa  Marta “Rodrigo de Bastidas”  buscando presentar resultados 
concretos, reales y actuales de las condiciones de los derechos humanos dentro 
del penal. Será un análisis de las diferentes normas legales que han incidido en 
el aumento de la población carcelaria, así como también un análisis detallado de 
las cifras nacionales y regionales de hacinamiento carcelario, finalizando con un 
estudio de las violaciones encontradas a la luz del derecho internacional.   
Palabras clave. 
Establecimiento Carcelario, Hacinamiento, Derechos Fundamentales, Reclusos.  
Abstract.  
This article will discuss the results of the research conducted in the prison 
of medium-security prison and the city of Santa Marta "Rodrigo de Bastidas" look-
ing to present concrete results, real and current of the human rights conditions 
within the prison. It will be an analysis of the different legal norms which have 
influenced the increase in the prison population, as well as a detailed analysis of 
the national and regional figures of prison overcrowding, ending with a study of 
the violations found in the light of international law. 
Key words. 
Prison establishment, Overcrowding, Fundamental rights, Recluses. 
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3. INTRODUCCIÓN 
 En Colombia el hacinamiento carcelario se ha convertido en un pro-
blema de grandes magnitudes sociales, a tal punto que la función de resociali-
zar a la persona que comete un delito, se ha perdido en medio de las celdas 
oscuras, húmedas y sobre pobladas. En la ciudad de Santa Marta, el centro pe-
nitenciario Rodrigo de Bastidas cuenta con condiciones óptimas para una po-
blación carcelaria de 312 reclusos, pero actualmente, debido a la inexistencia 
de centros penitenciarios de paso para aquellos capturados o sindicados de 
delitos cobijados con medidas de aseguramiento que están en espera de juicio, 
su población es más de los 1500 reclusos. 
Esta situación que en apariencia es aislada, corresponde a la congestión 
judicial, a la precaria infraestructura de justicia, a los altos índices de criminali-
dad que vive el país, por eso pretendemos desarrollar en los siguientes tres ca-
pítulos un diagnóstico del problema de  los Derechos Humanos que se vive en 
ese centro carcelario. 
Por tal razón la finalidad de esta monografía se centra en demostrar 
cómo se hace necesario la toma de medidas de urgencia para que en el me-
diano y corto plazo se aliviane la crisis de Derechos Humanos carcelarios que 
se vive en el centro de reclusión objeto de estudio. 
Con ello se justifica la necesidad de este análisis, que permite identificar 
cómo en los contextos de hacinamiento carcelario la función resocializadora de 
la pena se convierte en mito y leyenda de las leyes penales, y nos obliga a em-
prender tareas que permita aliviar esta evidente crisis. 
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La metodología cualitativa con enfoque postpositivista permite que la 
monografía arroje conclusiones antes poco dimensionadas, esto es posible 
gracias a que analizamos las realidades descritas desde la cárcel con las en-
cuestas realizadas, que si bien no se considera muestra suficiente para hacer 
estadísticas notables, si son las únicas que fueron posible realizar en el marco 
de las medidas de aseguramiento o de condenas, que son siempre muro y ta-
lanquera para cualquier actividad que implique entrevistas con los reclusos. 
En el primer capítulo denominado Situación de Hacinamiento en Co-
lombia y Violación de los Derechos de los Internos en las Centros Peni-
tenciarios del País haremos una radiografía general sobre la situación de los 
Derechos Humanos a la cual se encuentran expuestos los internos del país y 
como la función de resocializar se desvanece en el camino. 
En el segundo capítulo hablaremos  del Populismo Punitivo en Colom-
bia y su incidencia en el hacinamiento carcelario y la Vulneración de Dere-
chos Humanos haciendo una crítica  a luz de diversos autores sobre como la 
pena se ha convertido para aplicar un fin vengativo y no reflexivo para el delin-
cuente, el cual luego se ve expuesto, como es en el caso Santa Marta, a unas 
condiciones de habitabilidad deplorables. 
Por ultimo en el tercer capítulo abordaremos los Derechos Vulnerados 
en el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de 
la Ciudad de Santa Marta “Rodrigo De Bastidas” para evidenciar casos con-
cretos y delimitar algunas líneas de mejora. 
 
10 
 
4. Capítulo I 
Marco Conceptual sobre la Función Resocializadora de la Pena en Con-
traste de la Situación de Hacinamiento en Colombia y Violación de los De-
rechos de los Internos en los Centros Penitenciarios del País 
 
Luigi Ferrajoli (1995) al comparar la historia de las penas con la historia 
propia de los delitos decía que, las primeras, eran quizás más numerosas y des-
piadadas, al considerar que la violencia originada en las penas es dispuesta y 
cargada por muchos que conforman la  sociedad y el Estado sobre uno solo que 
es condenado. Se atreve a decir Ferrajoli que las  penas a lo largo de la historia 
de la humanidad han provocado más muertes que los mismos delitos. 
Los delitos son causados por un individuo por presión, por necesidad, por 
querer, por error o por otras razones que llevan al delincuente a actuar de ma-
nera adversa, contraria o distinta a las reglas sociales. Esta alteración a las re-
glas debe ser normalizada lo cual requiere la acción de quien ostenta el poder 
para mantener la normalidad dentro de la sociedad, sin embargo dicha neutrali-
zación recurre a métodos que sobrepasan los límites del poder y del bienestar 
social de los delincuentes.  
Según Faustino Rodríguez citado por (Rodríguez-Magariños) las prisio-
nes llegaron tarde a la vida del derecho penal, después de la esclavitud, el mal-
trato físico, las mutilaciones o la muerte, al considerar que quienes estaban en 
condición de reclusión debían ser alimentados y mantenidos lo que se conside-
raba una pérdida para la sociedad, por eso las sociedades a lo largo de la historia 
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han moldeado la forma como se reprime el crimen a través de sanciones que 
impone el poder para corregir las conductas adversas y contrarias al comporta-
miento social. Estos castigos pasan desde la muerte, la mutilación, el escla-
vismo, los trabajos forzados, la exposición pública hasta llegar a la etapa mo-
derna de la penalización conocida como el aislamiento del delincuente donde 
nacen las prisiones, en principio no como fuente de resocialización sino como 
lugar de custodia.  
Las prisiones han sido consideradas como un lugar de custodia y que 
desde todos los derechos antiguos y leyes medievales, así como en las más 
antiguas civilizaciones como China y Babilonia muestran las prisiones como lu-
gares de detención para la custodia o la tortura de los criminales (Peña M., 1997).  
Para Luis Garrido G. (1983), durante varios siglos las prisiones solo sir-
vieron como fortificación para los fines de la detención o contención de los dete-
nidos, mientras esperan la ejecución del juicio. Sin embargo, aclara el autor que, 
estos lugares se convirtieron también en una especie de entrada al pabellón de 
suplicios, debido a las condiciones infrahumanas en las que tenían que vivir.  
En 1764 Céssare Beccaría escribe “Los delitos y las penas” libro que se 
convirtió en un aporte fundamental para la humanización en la aplicación de las 
penas, basado fundamentalmente en la consigna de Montesquieu de la necesi-
dad del castigo solo hasta cuando fuese necesario, es decir, que el castigo debe 
sobrevenir de una necesidad absoluta, so pena de ser considerado tiránico. Hoy 
entendemos que Beccaria pretendía con la humanización de las penas, la elimi-
nación de las torturas a las que eran sometidos los internos en espera de juicio, 
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por considerar dichos tratos tiránicos al superar los límites de la falta cometida 
por el presidiario, actos que hoy podrían considerarse como violatorios de los 
Derechos Humanos. 
Varios siglos después, a finales del siglo XVIII las condiciones carcelarias 
en Europa no eran distintas a las descritas por Garrido sobre las primeras prisio-
nes, John Howard (1929) en su libro “The state of the prisions” describe el estudio 
realizado en varias cárceles de Europa y comprobó que el desempeño de estas 
era deplorable. Howard nació en  Enfield,  Middlesex, Inglaterra en 1726, luego 
de su trabajo como alguacil de Bedforshire (Inglaterra) en 1773 se dedicó a visi-
tar gran parte de las cárceles europeas haciendo una serie de informes que pos-
teriormente serian publicados como libros en los que se analiza la situación de 
las cárceles que visitaba en materia de alimentación, higiene, administración, 
infraestructura y seguridad (Caro P., 2013). Las cárceles habían nacido para re-
emplazar el castigo social que hasta ese momento se concentraba en la pena 
de muerte y en las torturas físicas, situación ésta a la que siempre se opuso 
Beccaría, es decir, las cárceles nacieron para combatir la  vulneración de los 
Derechos Humanos y se convirtieron en verdaderas fuentes de vulneración. 
Para Foucault, en su obra Vigilar y Castigar, donde hace un recuento am-
plio sobre las maneras empleadas históricamente por la humanidad para casti-
garse entre sí desde el medio evo, el suplicio, el castigo, la tortura, la humillación 
pública son muestras fehacientes del tipo social al cual el sujeto objeto de la 
vigilancia y del castigo está expuesto, es decir, si tenemos una sociedad cuyas 
prisiones tiene formas de denigración humana, como es el caso objeto de estu-
dio, es una sociedad donde la vigilancia y el castigo en sí mismo definido no 
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cumplen con promover una sancionabilidad razonable, por el contrario, lo que 
hace es perpetuar las conductas que se reprochan y en definitiva reproducen al 
interior de los muros carcelarios el desecho de sociedad que somos. Lamenta-
blemente, mientras Foucault refleja que: 
“…el castigo dejó de ser un espectáculo punitivo que buscaba intimidar 
seriamente a la población, atrás quedó su perspectiva casi teatral y dio paso a 
que lo penitenciario se hiciera más oculto y más humano.” (Foucault, 1975) 
Pues en nuestra realidad carcelaria lo más humano y lo más oculto que 
refleja este autor pasa a ser vergonzante gracias al hacinamiento y vulneración 
de derechos que hemos de reflejar aquí. 
Mientras este autor insiste en que “las practicas punitivas se hacen púdi-
cas, dejando a un lado el castigo al cuerpo y procediendo a la restricción de 
voluntades y derechos. En algunos casos, quitar la existencia sin producir dolor.” 
Veremos como en el centro penitenciario Rodrigo Galván de las Bastidas, la res-
tricción de la libertad se une a deplorables condiciones de infraestructura carce-
laria que convierten en peligroso y tortuoso la estadía de un interno al interior de 
este penal. 
Es por eso que la resocialización debe entenderse como el resultado de 
la pena de prisión impuesta a un condenado que ha vulnerado las leyes de la 
vida en sociedad y debe ser castigado pero además reeducado, no como acon-
tece actualmente en este penal. En el país la situación no es distinta a la descrita 
por  Howard en 1929, pues para la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
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manos (en adelante CIDH) (2012)  la situación de derechos humanos de las per-
sonas privadas de la libertad, por condena o detención preventiva, enfrenta gra-
ves problemas particularmente por el incremento de la población carcelaria que 
ha llegado a críticos niveles de hacinamiento. 
En particular manifiesta la CIDH (2012) que el problema del hacinamiento 
se produce en mayor medida por la proliferación de normas que han aumentado 
el número de delitos y que también restringen el acceso a subrogados penales 
por parte de los condenados, sin   mencionar el abuso de la detención preventiva 
de la libertad, sobre el asunto esta situación podríamos catalogarla como popu-
lismo punitivo que ha tomado fuerza en nuestro país ha agravado la situación 
carcelaria, el cúmulo de leyes en particular sobre delitos de narcotráfico y micro 
tráfico que aumentan las penas y abren el camino a la exigencia de la imposición 
de medidas de aseguramiento interrumpiendo directamente el derecho a la liber-
tad, todo esto sumado a la falta de una infraestructura carcelaria que haga juego 
a las políticas de criminalización del Estado, propician la violación de los dere-
chos de los internos en las cárceles del país.  
Muestra de ello es que en el Establecimiento Penitenciario de Mediana 
Seguridad y Carcelario Rodrigo de Bastidas de la ciudad de Santa Marta según 
cifras del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (en adelante INPEC) a ju-
nio 30 del año 2015, exista un hacinamiento total del 397,1% (INPEC, 2015), 
producto de lo anterior el INPEC, el primero de junio de 2015, decidió no recibir 
más internos en este establecimiento carcelario (COLPRENSA, 2015), esta de-
cisión solo tuvo vigencia unos pocos días y luego fue reversada por la dirección 
nacional del INPEC, según los informes de prensa la mayor preocupación dentro 
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del penal son las malas condiciones de los servicios sanitarios, así como también 
la mala condición del agua dentro del penal al no ser potable y, adicional a esto, 
que las aguas negras provocan toda clase de enfermedades en los internos pues 
según los medios de comunicación el problema no tiene solución debido a la 
falta de recursos con los que no cuenta el INPEC para adecuar un nuevo sistema 
sanitario en la cárcel (Hoy Diario del Magdalena, 2015).  
La Cárcel Rodrigo de Bastidas de la Ciudad de Santa Marta tiene casi seis 
décadas de funcionamiento, inicialmente era una cárcel para aproximadamente 
150 hombres y que con el transcurrir del tiempo y el aumento de la población 
carcelaria se han adelantado varias construcciones que permiten tener una ca-
pacidad del doble de internos, sin embargo, la población carcelaria supera cinco 
veces ese número.  
“Al final del siglo XIX, la cárcel funcionaba donde hoy funciona el colegio 
Hugo J. Bermúdez, conocida popularmente en ese entonces como las 14 venta-
nas, esta edificación estaba destinada inicialmente para un colegio de artes y 
oficios. Ante el crecimiento urbano y el aumento de la población reclusa, en el 
año 1.952, bajo el gobierno del doctor LAUREANO GÓMEZ, se inicia la cons-
trucción del hoy Centro de Reclusión de Santa Marta, que se denominó Rodrigo 
de Bastidas”. En el año 1957, durante el Gobierno del General GUSTAVO RO-
JAS PINILLA, habiendo culminado la construcción, se reubica la Cárcel de Va-
rones allí, dejando la Reclusión de Mujeres en la Calle 19, en un pabellón espe-
cial con entrada independiente al Colegio Hugo J. Bermúdez, posteriormente la 
Reclusión de Mujeres se reubica en la Calle 10 C No. 4 – 15, en una edificación 
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contigua a la Inspección Central de Policía, conocida popularmente como Ins-
pección Norte, en el año 1987 es trasladada al pabellón anexo en la Cárcel de 
Varones, en donde se encuentra en la actualidad” (INPEC, 2015). 
Para el Defensor Regional del Pueblo en el departamento del Magdalena, 
Doctor Albeis Fuentes Pimienta, la situación de la cárcel “Rodrigo de Bastidas” 
tiene dos problemáticas fundamentales; la primera, la naturaleza jurídica del es-
tablecimiento en relación con la mezcla que se hace de la población carcelaria 
estando en los mismos patios sindicados y condenados vulnerando el derecho a 
tener un lugar especializado para la detención de los simples sindicados pues a 
estos no se les ha definido su situación jurídica en el sentido que no ha habido 
una sentencia que le ponga punto final a su proceso. La segunda, acerca de la 
construcción de la Mega cárcel en inmediaciones del Municipio de Sabanas de 
San Ángel en el mismo departamento, para lo cual la Gobernación del Magda-
lena donó un lote para su construcción, sin embargo, según el Defensor Regional 
del Pueblo. “ni el Ministerio de Justicia ni el INPEC han logrado adelantar la lici-
tación de la construcción de este nuevo centro de reclusión que permitiría su-
perar el hacinamiento dentro de la cárcel de Santa Marta” (Hoy Diario del Mag-
dalena, 2015).  
Con la entrada en vigencia del nuevo sistema penal acusatorio la situación 
carcelaria ha tomado una dimensión exagerada, teniendo en cuenta los proble-
mas suscitados al interior de los penales con el tratamiento otorgado a los reclu-
sos, ante los altos niveles de hacinamiento. A lo anterior, se le suma, las inade-
cuadas dinámicas procesales, que desatienden el principio de afirmación de la 
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libertad como regla general, al hacer un uso  exagerado de la detención preven-
tiva. Todo ello se engrandece por la falta de infraestructura para dar cabida a la 
población carcelaria, así como la falta de políticas para minimizar el  impacto de 
esta situación que entra en menoscabo de los derechos fundamentales de los 
reclusos. 
Por esta razón, debemos preguntarnos si ¿debido al hacinamiento carce-
lario, resultan vulnerados los derechos de los internos del Establecimiento Peni-
tenciario de Mediana Seguridad y Carcelario “Rodrigo de Bastidas” de la ciudad 
de Santa Marta? Resulta importante establecer cuáles son los derechos que re-
sultarían vulnerados respecto del hacinamiento en la cárcel de Santa Marta y así 
determinar el menoscabo en las garantías fundamentales de los reclusos. El ha-
cinamiento carcelario, sumado a problemas de salubridad y sanidad dentro del 
establecimiento carcelario, origina riesgos para la población recluida tales como; 
enfermedades respiratorias, infectocontagiosas, enfermedades de piel, leptospi-
rosis y otras enfermedades por presencia de roedores, enfermedades trasmiti-
das por alimentos, por mala manipulación y deficiente flujo de agua, que no es 
permanente en el  centro penitenciario, afectando gravemente los derechos a la 
intimidad, al libre desarrollo de la personalidad y fundamentalmente el derecho 
a la vida. 
La actual situación de hacinamiento carcelario en el país es un problema 
que preocupa a varios sectores de la sociedad desde el Gobierno Nacional, me-
dios de comunicación y hasta la misma comunidad en general; por lo que desde 
hace algún tiempo se decía que la lamentable situación del sistema penitenciario 
ha estado condicionada en buena medida por las altas cifras de hacinamiento, 
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“cercanas al 30% en promedio en los últimos 20 años, pero que en algunos es-
tablecimientos más grandes, como la Modelo y la Picota de Bogotá, Bellavista 
en Medellín y Vista Hermosa en Cali superan el 100%” (Iturralde, 2011), situación 
similar a la de la cárcel distrital Rodrigo de Bastidas de Santa Marta. Este pano-
rama expone una realidad que no es ajena al contexto de la promoción y protec-
ción de los derechos humanos.  
Lo anterior por cuanto se ven comprometidas prerrogativas esenciales 
que deben ser garantizadas por el Estado, en su condición de administrador so-
cial dentro del paradigma de un estado social de derecho.  
Esta misma exigencia realizó la Corte Constitucional en el año de 1998 
cuando, vía sentencia T-153 declaró el estado de Cosas inconstitucional en to-
dos los centros penitenciarios del país. En su momento la Corte Constitucional 
argumentó su decisión en el porcentaje de hacinamiento carcelario que vivía el 
país en ese entonces, además de ello la Corte también evidenció problemas 
puntuales como las ineficientes condiciones sanitarias, la prestación de un ser-
vicio de salud deficiente, el reducido tamaño de las celdas, la falta de ventilación 
entre otras causas que impedían la función resocializadora de la pena, entre 
ellas la imposibilidad de acceder a talleres de trabajo o áreas de estudio.  
En su proveído la Corte Constitucional manifestó: 
“Las cárceles colombianas se caracterizan por el hacinamiento, las graves 
deficiencias en materia de servicios públicos y asistenciales, el imperio de 
la violencia,  la extorsión y la corrupción, y la carencia de oportunidades y 
medios para la resocialización de los reclusos. Esta situación se ajusta 
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plenamente a la definición del estado de cosas inconstitucional. Y de allí 
se deduce una flagrante violación de un abanico de derechos fundamen-
tales de los internos en los centros penitenciarios colombianos, tales como 
la dignidad, la vida e integridad personal, los derechos a la familia, a la 
salud, al trabajo y a la presunción de inocencia, etc. Durante muchos 
años, la sociedad y el Estado se han cruzado de brazos frente a esta si-
tuación, observando con indiferencia la tragedia diaria de las cárceles, a 
pesar de que ella representaba día a día la transgresión de la Constitución 
y de las leyes. Las circunstancias en las que transcurre la vida en las cár-
celes exigen una pronta solución. En realidad, el problema carcelario re-
presenta no sólo un delicado asunto de orden público, como se percibe 
actualmente, sino una situación de extrema gravedad social que no 
puede dejarse desatendida. Pero el remedio de los males que azotan al 
sistema penitenciario no está únicamente en las manos del INPEC o del 
Ministerio de Justicia. Por eso, la Corte  tiene que pasar a requerir a  dis-
tintas ramas y órganos del Poder Público para que tomen las medidas 
adecuadas en dirección a la solución de este problema” (C.C., Sentencia 
T – 153, 1998).  
Para la Corte Constitucional, los graves problemas de hacinamiento que 
se tenían en la década de los 90 vulneraban flagrantemente los derechos funda-
mentales de los internos a la vida digna, a la salud y a la presunción de inocencia, 
entre otros, como lo afirma la Corte: 
“Las condiciones de hacinamiento impiden brindarle a todos los reclusos 
los medios diseñados para el proyecto de resocialización (estudio, trabajo, etc.). 
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Dada la imprevisión y el desgreño que han reinado en materia de infraestructura 
carcelaria, la sobrepoblación ha  conducido a que los reclusos ni siquiera puedan 
gozar de las más mínimas condiciones para llevar una vida digna en la prisión, 
tales como contar con un camarote, con agua suficiente, con servicios sanitarios, 
con asistencia en salud, con visitas familiares en condiciones decorosas, etc. De 
manera general se puede concluir que el hacinamiento desvirtúa de manera ab-
soluta los fines del tratamiento penitenciario. Con todo, la Corte quiere concen-
trar su atención en una consecuencia que considera de mucha gravedad, cual 
es la de que la sobrepoblación carcelaria impide la separación de los internos 
por categorías. En efecto, la ley ordena que los sindicados estén separados de 
los condenados; que los reincidentes de los primarios, los miembros de la Fuerza 
Pública, los funcionarios públicos y los indígenas de los demás reclusos, etc.” 
(C.C., Sentencia T – 153, 1998). 
A pesar de que han pasado alrededor de 16 años desde la intervención 
de la Corte Constitucional la actual situación carcelaria es realmente grave. En 
1998 el hacinamiento carcelario era, según cifras del INPEC, del 31,1% y la so-
brepoblación carcelaria no superaba los 14.000 internos, al 30 de junio del año 
2015 ese porcentaje de hacinamiento nacional subió a niveles alarmantes de 
más de 50 puntos porcentuales y la sobrepoblación carcelaria ascendió a 42.861 
internos.  
El hacinamiento en las cárceles del país, según estadísticas del INPEC a 
junio 30 de 2015, asciende a 54,9% siendo la región norte, en donde se encuen-
tra ubicada la Cárcel Rodrigo de Bastidas, la que presenta el mayor hacina-
miento con un 93,6%. Todos los Establecimientos Carcelarios de la región norte 
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tienen una capacidad neta de 7.756 internos pero en la actualidad se encuentran 
recluidos 15.016 internos lo que representa una sobrepoblación carcelaria de 
7.260 internos, lo que hace pensar, que viven dentro de estos establecimientos 
en condiciones lamentables, durmiendo en pasillos, en el piso, sin ventilación 
forzando los sistemas de baños y alcantarillado, así como los servicios de ali-
mentación, atención médica, psicológica, legal y de visitas.  
Tabla 1 Población carcelaria a junio 30 de 2015 por regiones: 
En la tabla Nº 1 se evidencia el hacinamiento carcelario nacional, dividido 
en cada una de las regiones que componen la distribución territorial del INPEC, 
se resalta que los sindicados son alrededor de la tercera parte de la población 
carcelaria actualmente, pero  además, que el número de internos en detención 
preventiva aporta la sobrepoblación carcelaria del país, es decir, si la población 
carcelaria se conformara únicamente de los condenados, no existiría hacina-
miento carcelario lo que incide directamente en el análisis breve sobre detención 
preventiva que se hará más adelante.  
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Tabla 2 Población carcelaria por establecimientos en Región Norte a 
Junio 30 de 2015: 
 
La segunda cárcel con mayor hacinamiento es el establecimiento peniten-
ciario y carcelario “Rodrigo de Bastidas” de Santa Marta en el departamento del 
Magdalena, con un porcentaje de 397,1% y una sobrepoblación carcelaria de 
1239 internos de los cuales una octava parte son mujeres. Particularmente en el 
caso del departamento del Magdalena se  alerta que el establecimiento peniten-
ciario y carcelario de la ciudad de Ciénaga que tiene  capacidad para 91 internos 
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no está en funcionamiento y por tanto, todos los internos de esa ciudad se han 
distribuido entre los establecimientos de Santa Marta y el Banco en el mismo 
departamento, este último con un porcentaje de hacinamiento de 123,5%.  
El Establecimiento de Reclusión especial de la ciudad de Valledupar 
(E.P.M.S.C.E.R.E.), se ubica en el tercer puesto dentro de las cárceles con ma-
yor hacinamiento de la  región norte con un porcentaje de 335, 2% con una so-
brepoblación carcelaria de 848 internos de los cuales una novena parte son mu-
jeres. Además, en esta ciudad también se encuentra el Centro de Máxima Se-
guridad E.P.A.M.S. - C.A.S. conocido como “La Tramacúa” con una capacidad 
real de 1.588 internos y que en la actualidad tiene 1.536 lo que indica que está 
a punto de llegar al límite de su capacidad total.  
De las anteriores tablas podemos concluir que el hacinamiento total en la 
región norte de la división del INPEC es del 93,6% y que el Establecimiento Pe-
nitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario “Rodrigo de Bastidas” de la ciudad 
de Santa Marta ocupa el segundo lugar, pero que en sobrepoblación carcelaria 
sobrepasa a la cárcel de Riohacha en la Guajira, generando mayores niveles de 
violación de Derechos Humanos para los internos, que serán demostradas en 
otro capítulo por medio de una investigación de campo en el centro carcelario. 
A la luz del reconocimiento y protección internacional de los Derechos 
Humanos, valga recordar que Colombia es uno de los Estados parte de la Orga-
nización de la Naciones Unidas ONU, fundadores y gestores en 1945 de su crea-
ción y como Estado miembro, se comprometió a promocionar, divulgar y proteger 
los Derechos Humanos en nuestro País. Precisamente, el artículo 93 de nuestra 
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carta magna impone que todos los tratados internacionales que versen sobre 
Derechos Humanos, siempre que hayan sido ratificados por el Congreso de la 
República, forman parte de nuestro ordenamiento interno y, a nuestra manera 
de entender, están por lo menos a la misma altura de nuestras normas constitu-
cionales. Normas que se aplican como un bloque constitucional en los casos de 
amenazas o vulneraciones de los Derechos Humanos a los asociados. 
Así las cosas, resulta necesario manifestar que el primero de los tratados 
internacionales sobre esta materia que rige en nuestro país, es el Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, PIDCP, junto con su protocolo facultativo, 
se ratificó en Colombia con la ley 74 de 1968 y la Convención Americana de 
Derechos Humanos, CADH, la cual fue ratificada por nuestro Congreso de la 
República con la ley 16 de 1972, forman parte de nuestro ordenamiento interno, 
como ya mencionamos. 
Aunque no son los únicos, consideramos que son los más utilizados por 
nuestros operadores judiciales dentro de las actuaciones de toda índole pero en 
especial, en el derecho penal colombiano, como quiera que nuestro trabajo de 
grado precisamente se relaciona con ellos y en el concierto internacional, nuestra 
Nación ha salido condenada en bastantes ocasiones, por la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en varios insucesos como la masacre de la Ro-
chela, del Aro, etc. 
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5. Capítulo II 
Populismo Punitivo en Colombia y su incidencia en el hacinamiento car-
celario y la Vulneración de Derechos Humanos 
 
El fenómeno del Populismo Punitivo no es un asunto criollo, actualmente 
las medidas de encarcelamiento mundial se han convertido en la política criminal 
de los Estados y de las uniones continentales de derechos. Organizaciones po-
licivas como la Interpol, esquemas de estudio de delitos mundiales como la 
UNODC de la ONU, nos demuestran que el crimen ha sido categorizado como 
un problema global de los países y que se debe hacer franca pelea ante el por 
cuenta de preservar el orden social. 
Por ello cuando el Consejo de Seguridad de la ONU hace declaraciones 
y define mediante Amnistía Internacional la lista de grupos terroristas andantes 
en el mundo, promueve en cierta medida la justificación perfecta para los vejá-
menes que muchos, ni siquiera condenados sino sospechosos, sufren en la cár-
cel de Guantánamo. 
Esto es lo que de Sousa-Santos (1998) denomina la Lex Mercatoria en 
contraposición a la Ius Humanitas. La primera categoría hace referencia al cú-
mulo de acuerdos bilaterales o multilaterales que los Estados asumen a nivel 
internacional, entre los que se encuentra los tratados de extradición entre Esta-
dos que deponen una visión carcelaria internacional. En la segunda categoría, 
que es el contra discurso de la primera, vemos todo el cúmulo de tratados ga-
rantistas que en el marco del Sistema Internacional de los Derechos Humanos y 
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el Derecho Internacional Humanitario que entre otras cosas, le dan a los privados 
de la libertad garantías de importancia en su tiempo de detención. Para el caso 
continental, tenemos a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que en 
múltiples ocasiones ha hecho referencia a estos asuntos. 
Como se hizo referencia anteriormente, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, realizó una visita en el año 2012 a Colombia y señaló que 
la situación de los derechos humanos de las personas privadas de la libertad 
sigue siendo de mucha preocupación, particularmente por el incremento en el 
hacinamiento carcelario. En esa oportunidad la CIDH  manifestó que dicha situa-
ción se proveía de distintos factores, entre esos, que existen medidas diseñadas 
para mantener la seguridad ciudadana basadas en la  privación de la libertad, la 
excesiva utilización de la detención preventiva, obstáculos legislativos y admi-
nistrativos que impiden la utilización de subrogados penales y que alivien la 
carga de condenados en las cárceles, y por último, la falta de una infraestructura 
que    permita dar pie a la creciente población carcelaria en nuestro país (CIDH, 
2011).  
Desde el año 2002, se han realizado cambios legislativos aumentando el 
número de la población carcelaria, en lo que podemos catalogar como un popu-
lismo punitivo en Colombia que busca a través de la represión legal y judicial del 
Estado, dar partes de tranquilidad frente al creciente deterioro de la seguridad 
pública por fenómenos como el terrorismo, el narcotráfico, el homicidio, el hurto 
y el micro tráfico.  
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Con la entrada en vigencia de la Ley 733 de 2003 se aumentó el hacina-
miento carcelario en 13,1%, pues se estableció que para los delitos de terro-
rismo, secuestro, secuestro extorsivo y extorsión se anulen todos los subrogados 
penales y no proceden las rebajas de pena por sentencia anticipada o confesión, 
y que tampoco se sustituya la medida de aseguramiento por detención domici-
liaria (Congreso de la Republica, Ley 733 de 2002, p.6), lo que produjo una inte-
rrupción en el decrecimiento en la población carcelaria entre el año 2000 y 2001 
que fue del 19,8% (INPEC, 2015).  
Para los años 2004 y 2005 el hacinamiento carcelario solo aumentó 3,5 
puntos porcentuales sin embargo, el aumento del número de los condenados fue 
de un 4,7% por la reforma de la ley 890 de 2004 que aumentó los mínimos y 
máximos de todos los delitos y el tiempo para acceder a la libertad condicional 
(INPEC, 2015), ésta ley produjo el aumento de 4.000 personas en condición de 
sindicados y 5.000 en total de condenados (REP, 2012). 
En el mismo sentido la ley 1098 de 2006 prohibió que se concediera cual-
quier tipo de beneficios o mecanismos de sustitución de la pena a los condena-
dos por los delitos de lesiones personales u homicidio doloso y los delitos contra 
la libertad, integridad y formación sexual o secuestro contra los niños, niñas y 
adolescentes (Congreso de la Republica, Ley 1098 de 2006).  
Así mismo la ley 1121 de 2006 excluyó de los beneficios y subrogados 
penales a los condenados por delitos de terrorismo, financiación del terrorismo, 
extorsión, secuestro extorsivo y conexos (Congreso de la Republica, Ley 1121 
de 2006).    
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Para el año 2007 se promulgó la ley 1142 que adicionó, especialmente, 
un artículo al código penal (ley 599 del año 2000), donde prohibió los beneficios 
o subrogados penales a quienes habían sido privados de la libertad dentro de 
los 5 años anteriores a la nueva captura por delitos dolosos o preterintencionales 
y aumentó varias penas para delitos como el de  violencia intrafamiliar que quedó 
con penas de cuatro a ocho años, el hurto calificado de seis a catorce años, entre 
otros. La entrada en vigencia de esta ley trajo fuertes consecuencias para el 
sistema penitenciario y carcelario colombiano, ya que aumentó el hacinamiento 
carcelario en 8,9% pasando de 17,2% a 26,1% representado en 6.269 nuevos 
internos en las estadísticas comparativas de 2007 y 2008 (INPEC, 2015).  
También en el 2007 se profiere la ley 1181 que aumenta la pena para el 
delito de inasistencia alimentaria quedando la pena de 16 a 54 meses y de 32 a 
72 meses cuando se cometa contra un menor de edad, una mujer o una persona 
mayor de 65 años.  
En el año 2008 la ley 1220 aumenta las penas para los delitos contra la 
salubridad  pública, por ejemplo, la violación de medida sanitaria quedó de 4 a 8 
años, el delito de corrupción de alimentos quedó con una pena de 5 a 12 años 
de prisión.  
La ley 1236 de 2008 creó nuevos delitos y aumentó las penas por delitos 
contra la   integridad sexual y reproductiva, por ejemplo el delito de acceso carnal 
violento quedó con pena de 12 a 20 años, el acto sexual violento de 8 a 16 años 
de prisión, así como también el acto sexual con menor de catorce años quedó 
con pena de prisión de 9 a 13 años.  
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En el 2009 la ley 1273 creó nuevos delitos contra la propiedad intelectual, 
la mayoría de estos con penas mínimas iguales o superiores a cuatro años, lo 
que implica que sobre quienes recaiga una investigación por la comisión de uno 
de estos delitos deberán afrontar una medida restrictiva de la libertad de deten-
ción preventiva, de conformidad al numeral segundo del artículo 313 de la ley 
906 de 2004. También en este año se profiere la ley 1329, que aumenta las 
penas en los delitos contra la explotación sexual. 
 Así mismo, la ley 1356 de 2009, crea causales de agravación punitiva 
para los delitos cometidos contra los escenarios deportivos, otra clara muestra 
de populismo punitivo a fin de afrontar la inseguridad que no se puede contener 
con el simple poder de policía.  
La ley 1453 de 2011, llamada Ley de convivencia ciudadana, afectó direc-
tamente el hacinamiento carcelario por dos razones fundamentales; la primera, 
aumentó las penas de delitos quedando con penas demasiado altas como el 
tráfico, fabricación o porte de estupefacientes que quedó con penas de 128 a 
360 meses de prisión, el tráfico de niños y adolescentes de 30 a 60 años de 
prisión, la comercialización de autopartes robadas de 4 a 12 años, daño a los 
recursos naturales de 48 a 108 meses, entre otros delitos; la segunda y más 
gravosa aún, esta ley impuso a los jueces de control de garantías la obligación 
de imponer medida de aseguramiento en establecimiento carcelario al capturado 
reincidente, es decir, a quien hubiese sido capturado por delito dentro de los tres 
años anteriores (Congreso de la Republica, Ley 1453 de 2011).   
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Para el Grupo de Derecho de Interés Público de la Universidad de los 
Andes, ésta ley de convivencia ciudadana: 
“Entre junio de 2011, mes en el cual entró en vigencia esta ley, y abril de 
2012, se   incrementaron en un 12.9% las modalidades delictivas de la 
población intramuros,  pasando de 139.560 a 157.522. Al respecto es ne-
cesario tener en cuenta que un interno puede estar involucrado en uno o 
más delitos. Según el INPEC, la modalidad de mayor incremento es el 
hurto con 3.695 nuevos transgresores, seguido por el tráfico, fabricación 
o porte de estupefacientes con 3.502. En términos generales, esta ley ha 
modificado sustancialmente la tendencia de crecimiento de la población 
reclusa en el año 2011; dándole así sentido al incremento de 16.000 nue-
vos internos respecto de 2010” (REP, 2012). 
Entendiendo que las leyes 1453 y 1474 de 2011 son iniciativas guberna-
mentales que  buscan favorecer la detención preventiva para mejorar los niveles 
de percepción de seguridad en la población, pero que se profieren sin tener en 
cuenta las consecuencias funestas que  pueden tener estas normas dentro de 
las condiciones de derechos humanos de los privados de la libertad en Colombia.  
“Particularmente resulta alarmante que, al promulgar leyes que posicio-
nan al hurto como un objeto especial de persecución, no se haya tenido 
en cuenta que en la distribución socioeconómica de la población peniten-
ciaria predominan los estratos 1, 2 y 3 con un 79.4%; información que para 
el momento en que la Ley de Seguridad Ciudadana inició su trámite legis-
lativo ya había sido obtenida por el Grupo de Desarrollo Humano de la 
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Subdirección de Reinserción Social del INPEC (antes la  División de Desa-
rrollo Social de la Subdirección de Tratamiento y Desarrollo). Esta tenden-
cia ha sido definida por la Comisión Asesora de Política Criminal (CAPC)  
como la ejemplificación de una política criminal reactiva, sin fundamenta-
ción empírica, incoherente, poco reflexiva frente a los particulares desa-
fíos del contexto colombiano, subordinada a una política de seguridad, 
populista, y sin una perspectiva clara de derechos humanos” (REP, 2012). 
Todas estas leyes han aumentado notablemente el porcentaje de hacina-
miento carcelario en nuestro país año tras año, desmejorando las condiciones 
de derechos humanos de los internos de las cárceles en Colombia. 
Tabla 3 Evolución Porcentaje de Hacinamiento Carcelario 1991- 
Junio 30 de 2015 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: (INPEC, 2015) 
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En la anterior tabla podemos establecer el porcentaje de aumento del ha-
cinamiento carcelario en Colombia desde el año 1991 hasta el pasado 30 de 
junio de 2015. Podemos  resaltar que desde el año 1991 hasta el año 1995 exis-
tió un porcentaje de hacinamiento que no sobrepasó los cinco puntos porcentua-
les, sin embargo en el año 1996 producto de la persecución penal y militar del 
Estado a las guerrillas, los grupos terroristas y los carteles del narcotráfico, la 
población carcelaria se disparó en casi 10 mil reclusos frente al año anterior y 
que la misma tendencia se mantuvo en el año 1997 subiendo en casi 7% el nivel 
de  hacinamiento carcelario.  
Para el año 1998 la tendencia se contuvo y bajó el nivel de hacinamiento 
sobre el 30%, sin embargo, desde el año 1998 hasta el año 2011 el porcentaje 
ha mantenido fuertes fluctuaciones entre el 20% y el 40%, pero desde el año 
2012 hasta la fecha, indiscutiblemente por las acción de las normas del año 2011 
antes mencionadas, esta tendencia se ha mantenido en fuerte aumento pasando 
del 28% a casi el 55% de hacinamiento.  
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Tabla 4 Sobrepoblación Carcelaria - Junio 30 2015 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
Fuente: (INPEC, 2015) 
En la tabla Nº 4 se denota el aumento constante de la sobrepoblación 
carcelaria en Colombia, pasando de cifras de cerca de mil habitantes a alrededor 
de 12 mil en menos de 8 años. Sin embargo las cifras más preocupantes son del 
2011 hasta el 2015 donde el aumento ha sido del 200%. 
Esta situación se ve agravada por la aplicación de la detención preventiva. 
Tenemos que el artículo 313 del Código de Procedimiento Penal señala de ma-
nera taxativa que para la imposición de una medida de aseguramiento preven-
tiva, deben cumplirse los requisitos que establece el artículo 308 del mismo or-
denamiento; como son, que se pueda inferir razonablemente que la medida es 
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necesaria para evitar que  se obstruya la justicia, que el imputado constituya un 
peligro para la comunidad o para la víctima, o que se suscite probable la no 
comparecencia del imputado al proceso.    
Además de los requisitos señalados anteriormente, el artículo 313, al mo-
mento de la expedición del Código de Procedimiento Penal,  trajo una exigencia 
de tipo objetivo como es la verificación de que el delito imputado tenga una pena 
mínima de 4 años, que el delito imputado se enmarque dentro de los delitos con-
tra los derechos de autor y que los hechos imputados como delito sean de com-
petencia de los jueces penales del circuito especializado.  
Con la expedición de la ley 1142 de 2007, se adicionó una causal subje-
tiva a las tres causales ya mencionadas en el párrafo anterior que corresponde 
a la segunda parte del artículo 313 en mención, esta cuarta causal determina 
que quien habiendo sido capturado por conducta constitutiva de delito dentro del 
lapso del año anterior se haría merecedor a la procedencia de la detención pre-
ventiva, siempre y cuando no se hubiere producido la absolución o la preclusión 
del procesado en el caso anterior.  
Además de esto, la ley 1142 de 2007 modificó el artículo 310 que dispone 
en materia de seguridad de la comunidad, tener en cuenta criterios fácticos como 
la continuidad de la actividad criminal, la cantidad de los delitos que sean impu-
tados y la existencia de anteriores sentencias condenatorias vigentes, la modifi-
cación consistió en acentuarle al juez de control de garantías la discrecionalidad  
en la imposición  de la medida de aseguramiento de detención preventiva. 
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Teniendo entonces por disposición de la ley 1142 de 2007 una nueva cau-
sal de tipo subjetivo para la imposición de la medida de aseguramiento de de-
tención preventiva, la ley 1453 del año 2011 amplió las causales de detención 
preventiva a quien hubiese sido capturado por conducta constitutiva de delito 
dentro de los 3 años anteriores a la nueva     captura. Para la Relatoría de Pri-
siones de la Universidad de los Andes, la modificación del año 2011 trae consigo 
sendos problemas constitucionales al considerar una simple captura como ante-
cedente y no solo una sentencia condenatoria en firme, en contraposición,         
añadimos nosotros, a lo preceptuado en el artículo 248 de la Constitución colom-
biana.  
5.1 Los Obstáculos al acceso de subrogados penales y a la sustitu-
ción de medidas de aseguramiento intramural 
Tanto la sustitución de la medida de aseguramiento como el otorgamiento 
de subrogados penales, permiten que un sindicado o condenado recobre su li-
bertad por decisiones de tipo judicial.  
En relación con la sustitución de la detención preventiva el artículo 314 
del Código de Procedimiento Penal disponía como única condición para la sus-
titución que se cumpliera uno de los requisito planteados por este articulo; a sa-
ber i, que para el cumplimiento de la finalidad preventiva de la medida sea sufi-
ciente la detención en lugar de residencia, teniendo en cuenta la vida personal, 
laboral, familiar o social del imputado sobre el que reposa la medida; ii, cuando 
el cobijado con la medida fuese mayor de 65 años; iii, cuando la indiciada se 
encontrare en estado de embarazo y falte 2 meses o menos para el parto, así 
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como los 6 meses posteriores a la fecha del parto; iv, cuando el indiciado estu-
viese en estado de enfermedad grave; y por ultimo v, cuando el indiciado o la 
indiciada fuese padre o madre cabeza de hogar de hijo mejor o con discapacidad 
permanente.  
Sin embargo, la ley 1142 de 2007 introdujo una causal que impone una 
segunda   condición para que se otorgue la sustitución de la medida de asegu-
ramiento. Esta condición consiste en prohibir la sustitución cuando al indiciado 
se le imputen los delitos de  Tráfico de migrantes; acceso carnal o actos sexuales 
con incapaz de resistir; violencia intrafamiliar; hurto calificado; hurto agravado; 
estafa agravada; uso de documentos falsos relacionados con medios motoriza-
dos hurtados; peculado por apropiación en cuantía superior a 50 SMLMV; con-
cusión; cohecho propio, impropio, cohecho por dar u ofrecer; receptación repe-
tida,     continua, para ocultar o encubrir el delito de hurto calificado y en concurso 
con el concierto para delinquir y la receptación sobre medio motorizado o sus 
partes esenciales o sobre mercancía o combustible que se lleve en ellos; Fabri-
cación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones de uso personal, cuando 
concurra con el delito de concierto para delinquir o los imputados registren sen-
tencias condenatorias vigentes por los mismos delitos; Fabricación, tráfico y 
porte de armas y municiones de uso privativo de las fuerzas armadas y por último 
Fabricación, importación, tráfico, posesión y uso de armas químicas, biológicas 
y nucleares. 
A la condición ya descrita se suma la que trajo consigo la ley 1474 de 
2011 que adicionó el listado antes mencionado incluyendo los delitos de enri-
quecimiento ilícito; soborno transnacional; interés indebido en la celebración de 
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contratos; celebración de contratos sin cumplimiento de los requisitos legales y 
por último tráfico de influencias, demostrando que la ley de seguridad ciudadana 
y el estatuto anticorrupción, que son iniciativas gubernamentales, desconocen la 
situación del hacinamiento carcelario y restringen el acceso de los sindicados a 
las medidas de sustitución de la pena.  
Todo este desarrollo legislativo o populismo punitivo para Roberts (2002) 
se vincula con la predisposición existente entre la política y los réditos electorales 
que pueden dar la penalidad, es decir, la incesante necesidad de obtener me-
diante el finalismo político-electoral resultados electorales a costa de la eficiencia 
en las medidas en materia punitiva, a lo largo en busca de satisfacer la necesidad 
de construir confianza ciudadana a través del aumento de penas y medidas de 
seguridad.  
Para el año 2014 con la expedición el 20 de enero de la ley 1709, se buscó             
contrarrestar  el hacinamiento carcelario en Colombia, en particular por la toma 
de medidas particulares como la modificación de los requisitos para acceder a la 
prisión domiciliaria que trajo el artículo 23 que adicionó el articulo 38B de la ley 
599 del 2000, ampliando de 4 a 8 años la pena mínima de prisión de la sentencia 
que se imponga por conducta punible y retirando la obligación de que se tratasen 
de los delitos del inciso 2º del artículo 68A  de la ley 599 del 2000.  
También la que contempla el artículo 28 de la ley 1709 en mención: 
La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de 
residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la 
condena y concurran los presupuestos contemplados en los numerales 3 
y 4 del artículo 38B del presente código, excepto en los casos en que el 
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condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos even-
tos en que fue sentenciado por alguno de los siguientes   delitos: (…) salvo 
los contemplados en el artículo 375 y el inciso 2° del artículo 376 del pre-
sente código” (Congreso de la Republica, Ley 1709 de 2014, p 10). 
 
La expresión “formulación de acusación” que trae el artículo 317 numeral 
5 del Código de Procedimiento Penal de 2004, que en nuestro sistema se asimila 
con la realización de la audiencia de la lectura del escrito de acusación y no con 
la radicación del mismo por parte del agente de la Fiscalía General de la Nación, 
trae como consecuencia que el privado de la libertad en calidad de imputado sea 
sujeto de una detención sin tiempo de sujeción que impide su excarcelación por 
vencimiento de términos que se comprende entre la presentación del escrito de 
acusación y la realización de la audiencia de formulación de acusación, permi-
tiendo que la detención preventiva se prolongue en este periodo de manera               
interminable. 
Como si fuera poco el limbo jurídico entre la presentación del escrito y la 
audiencia de formulación de acusación, el parágrafo 2 del numeral 5 del artículo 
61 de la ley 1453 de 2011, ordena que los términos previstos en los numerales 
4 y 5 de dicho artículo (317) se dupliquen  cuando se trate de delitos de compe-
tencia de los jueces penales del circuito especializado. Esta situación que a 
nuestro parecer es una de las principales causales de hacinamiento carcelario 
en nuestro país y por conducto de ello, la flagrante violación de los derechos 
humanos de los internos ya que viola los artículos 2, 28 y 29 de la Constitución, 
así como el Pacto de San José en su artículo 8.  
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Sin embargo la sentencia C – 390 de 2014 que decidió la demanda de                   
constitucionalidad que se presentó contra el mencionado artículo 317 numeral 5 
de la ley 906 de 2004, consideró que la expresión “formulación de acusación” es 
exequible en el entendido de que, salvo cuando el legislador (Congreso de la 
Republica) imponga un término distinto, lo preceptuado en el numeral 5 del ar-
tículo 317 se contará desde la presentación del escrito de acusación, es decir, 
desde su radicación.  
Cuando iniciamos este trabajo de grado, la normatividad vigente era la 
mencionada hasta este momento, pero el 6 de julio de 2015, el Congreso de la 
República, haciendo caso a lo exigido por la sentencia C-390 de 2014, expide la 
ley 1760, con vigencia hacia el futuro, acabando con ese limbo procesal que 
hacia extensible en el tiempo la privación de la libertad de los asegurados con 
medida de detención preventiva. 
Es por ello, que a futuro, más exactamente en un año desde el 6 de julio 
de 2015, el término para exigir la libertad será desde la presentación del escrito 
de acusación por parte de la Fiscalía. Pero ya el hacinamiento por este motivo 
está causado y no hay lugar a resarcir el inconveniente frente a este derecho 
fundamental a la libertad, será parte de la interpretación histórica que no condu-
cirá a hacer menos larga la privación de la libertad o, como dice Beccaría: “bus-
car que la condena sea lo más próxima a los hechos”. 
 5.2 La Infraestructura Carcelaria en Colombia.  
El documento CONPES 3277 de 2004 surgió como respuesta a las órde-
nes dadas por la Corte Constitucional en la Sentencia T – 153 de 1998 que con-
sistían en i, implementar un plan de construcción y refacción carcelaria en un 
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máximo de 4 años; ii, procurar por la separación de la población carcelaria entre 
condenados, sindicados y miembros de la fuerza pública; y iii, que el INPEC, el 
Ministerio de Justicia y el Departamento Administrativo de Planeación Nacional 
(DNP) tomaran las medidas necesarias para garantizar el respeto por los dere-
chos fundamentales de los internos y el mantenimiento del orden público dentro 
de los planteles.      
Sin embargo, el plan que contemplaba reducir al 2,7% el hacinamiento 
carcelario para el año 2010 con la entrega de los nuevos establecimientos de 
reclusión de orden nacional, falló en su proyección y ejecución, como hemos 
analizado en los capítulos anteriores el hacinamiento carcelario para el año 2010 
fue del 32,7% con una sobrepoblación carcelaria de casi 20 mil internos. Según 
el documentos COMPES 3575 del 2009 se proyectó esta disminución porque el 
programa de ampliación y readecuación carcelaria iría acompañado de la crea-
ción de una política criminal que no afectara el aumento de la población carcela-
ria y que más bien ayudara a reducir el hacinamiento en las cárceles, sin em-
bargo esto tampoco se cumplió, porque como hemos visto desde el año 2002 
hasta el 2011 se han promulgado leyes que han incidido notablemente en el 
aumento de la población carcelaria producto del populismo punitivo del Estado 
colombiano, como lo son la ley de seguridad ciudadana y el estatuto anticorrup-
ción, ambas iniciativas del gobierno nacional.  
“Lo anterior evidencia que se presentaron demoras en la ejecución del 
PARC, que la formulación la formulación (sic) de políticas públicas en ma-
teria penitenciaria se ha hecho sin información empírica relevante, y que 
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hay una evidente omisión a tener en cuenta contingencias previsibles. Es-
tos tres puntos no solo explican el por qué la    capacidad carcelaria actual 
resulta insuficiente, sino que además reflejan la forma en que se concibe 
la crisis penitenciaria como una cuestión numérica cuya solución se logra 
exclusivamente ampliando la capacidad del sistema. Es esta visión     uni-
dimensional la que no ha permitido contemplar de forma adecuada otras    
alternativas, y que por el contrario, ha hecho que se implementen políticas 
públicas fiscalmente irresponsables” (REP, 2012, p.13).     
 
Lastimosamente el problema de hacinamiento carcelario se debe en gran 
medida a la imposibilidad del Estado de ampliar cupos carcelarios, lo que se 
reduce a un problema de presupuesto, para el INPEC en el año 2014 era nece-
saria la inversión de $1,77 Billones de pesos que garantizara la efectiva atención 
de los internos y la protección de los derechos  humanos de los mismos, que 
según el estimado hecho en 2012 para el 2014 habría una población reclusa de 
más de 156 mil personas y que afortunadamente no superó los 120 mil reclusos  
(INPEC, 2012).  
6 Capítulo III 
Derechos Vulnerados en el Establecimiento Penitenciario de Mediana Se-
guridad y Carcelario de la Ciudad de Santa Marta “Rodrigo De Bastidas” 
 
La Corte Interamericana de Derecho Humanos, en repetidos fallos que se 
trataran más adelante, ha dicho que situaciones particulares como la falta de 
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espacios de recreación y   deporte para los internos dentro de los establecimiento 
carcelarios, así como la falta de acceso a iluminación y ventilación y por supuesto 
la deficiencia en la condiciones de salubridad y sanidad dentro de los estableci-
mientos penitenciarios y carcelarios, que comprenden la carencia de elementos 
de aseo, el manejo inadecuado de las basuras, indebida disposición de las ba-
terías sanitarias y cortes continuos o racionamientos de agua, pueden llegar a           
convertirse en tratos crueles e inhumanos y degradantes para la población re-
clusa.  
El Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de 
Santa Marta como se mencionó anteriormente, fue construida hace aproximada-
mente 60 años y las incipientes reformas que se han hecho a su estructura en 
los últimos años le permiten albergar a 312 reclusos, sin embargo la población 
carcelaria supera con creces ese número. El penal cuenta con 10 patios de dos 
pisos, entre estos 9 de hombres y uno de mujeres, dentro del  patio de hombres 
al lado del de las mujeres se encuentra el patio de los adultos mayores, además 
de tener una cancha de futbol para que los internos practiquen deportes, se 
cuenta con una pequeña granja donde trabajan los internos así como también 
con unos talleres de ebanistería y otros en donde también trabajan los internos 
y unas aulas de clases donde estos estudian primaria y bachillerato por ciclos. 
Dentro del penal se ha establecido una capilla para los practicantes de la religión 
católica y se ha acondicionado un espacio para una iglesia evangélica.  
Los patios solo son separados por una reja que impide, a medias, la co-
municación entre los internos de un patio y otro, además, que en la mayoría de 
los patios existen baños con tan solo 4 o 5 baterías sanitarias en pésimo estado, 
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el servicio de agua es racionado de manera constante, si los internos necesitan 
agua para tomar o refrescarse fuera de la hora del baño, deben dirigirse a un 
lugar fuera de los patios por turnos, entre unos y otros patios, y así poder llevar 
el agua y almacenarla para el consumo u otras actividades. Uno de los principa-
les problemas del penal es la falta de agua potable permanentemente dentro de 
los patios, lo que se ve agravado por la situación de hacinamiento y la creciente 
sobrepoblación carcelaria pues exige al máximo el rendimiento de los sistemas 
de suministro de agua y de recolección de aguas negras y residuales.  
Para demostrar la violación de derechos humanos dentro de la cárcel “Ro-
drigo de Bastidas” de Santa Marta, se realizó dentro del penal, a varios internos 
seleccionados aleatoriamente dentro del total de población carcelaria, una en-
cuesta que contenía 38 preguntas divididas de la siguiente manera:  
1. Preguntas de tipo general o de clasificación del interno, con las 
que se   buscó la identificación del interno y la diferenciación del 
recluso entre  condenado o sindicado, así como el delito por el 
cual es investigado o   condenado y el tiempo que lleva dentro 
de la prisión.  
2. Preguntas sobre la atención en salud. Se pretendió establecer a 
través de   estas preguntas el nivel de atención médica requerida 
por los internos y la prestada por el Estado, estableciendo la 
efectividad en la atención y en la entrega de los medicamentos.  
3. Preguntas relativas a las condiciones de vida. Con estas pregun-
tas se pretendió establecer cuáles son las condiciones de vida 
de los internos dentro del penal, especificando el lugar donde 
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dormían (habitación, pasillo o baño) y si dormían en una cama o 
en una colchoneta en el piso. Además de estas preguntas, se 
buscó que fueran los mismos internos quienes dijeran cuantas 
personas dormían en una celda o en un pasillo dentro de la cár-
cel.  
4. Preguntas relativas a la salubridad. A través de estas preguntas 
se buscó establecer el uso de los baños, el manejo del agua den-
tro del penal, la    prestación de los servicios de alimentación así 
como su calidad, y también la presencia de roedores y/o insectos 
dentro del penal, en áreas como la cocina, los baños y los pasi-
llos.  
5. Preguntas relativas a la intimidad y al libre desarrollo de la per-
sonalidad. Con este grupo de preguntas se quiso establecer si 
los internos profesan una religión y si se les permite libremente 
practicarla, además de establecer el acceso al derecho de la vi-
sita y la periodicidad de la misma, pero lo más importante, si los 
internos consideran que han sufrido abusos dentro del  penal y 
cuál ha sido ese tipo de abuso. 
  
6.1 La Clasificación de los internos 
Respecto de la muestra tomada, se denota que un alto porcentaje de la 
población carcelaria está compuesta por sindicados, lo que concuerda con las 
cifras actuales del INPEC a junio 30 de 2015 donde el número de sindicados en 
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el EPMSC “Rodrigo de Bastidas” es de 1.059 internos y el de condenados es de 
492.  
Ilustración 1 Tipo de Población Carcelaria 
 
Ilustración 2 Tipo de delitos. 
 
 
Cabe anotar que dentro del EPMSC “Rodrigo de Bastidas” de la ciudad 
de Santa  Marta, no existe división alguna entre la población carcelaria, por lo 
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que en el patio de mujeres y en todos los de hombres se pueden encontrar con-
denados, sindicados y   población perteneciente a las fuerzas militares. Tampoco 
existe una clasificación en los patios del penal respecto de los delitos cometidos 
por los internos, que según las encuestas realizadas pueden ser muy diversos. 
El promedio de tiempo de permanencia de los internos dentro del penal 
es de 22,2 meses, siendo el de los condenados de 37,4 meses y el de los sindi-
cados de 17,3 meses, lo que indica que a pesar de que los sindicados son el 
75% de la población carcelaria, los más afectados con el hacinamiento y la vio-
lación de derechos humanos dentro del penal, son los condenados pues estos 
son quienes deben permanecer más tiempo dentro del penal.  
6.2 La Atención en Salud a los internos 
Respecto de la atención en salud dentro del establecimiento carcelario 
Rodrigo de Bastidas pudimos notar que de los entrevistados el 75% han sufrido 
algún tipo de enfermedad, pero que solo el 44% de estos han recibido atención 
inmediata y que tan solo el 20% han recibido medicación por parte de los profe-
sionales de la salud encargados de esta área dentro del penal, pero que siempre 
que han sido atendidos por un profesional en Medicina y otro en enfermería, 
como lo demuestra el siguiente gráfico.  
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Ilustración 3 Atención en Salud. (Medicina general únicamente)   
 
Así mismo, respecto de la atención odontológica dentro del penal pudimos 
establecer que solo el 25% de los internos entrevistados han padecido un dolor 
de tipo dental y que el 80% de estos han acudido al odontólogo del plantel, pero 
que solo el 20% ha recibido atención por parte de un profesional en Odontología.  
El protocolo adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos, 
protocolo de San Salvador, en su artículo 10 establece el derecho a la salud, 
entendiéndolo como el disfrute al más alto nivel de bienestar físico, mental y 
social. Por supuesto, comportando dentro de él, todas las circunstancias como 
un buen ambiente sano, un buen servicio en todas las áreas de la medicina, el 
suministro de medicamentos que realmente le sirvan al enfermo y no limitarse a 
formular acetaminofén como respuesta a todos los quebrantos de salud de los 
recluidos en el establecimiento carcelario. 
El desarrollo jurisprudencial de los Derechos Humanos e incluso en la ju-
risprudencia constitucional colombiana, subsume este derecho al derecho a la 
vida, que si bien el uno puede ser consecuencia del otro, no le disminuye la 
importancia al derecho a la salud, de tal manera, que está de manera taxativa 
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amparado por el protocolo en mención, en donde radica su especial importancia, 
como protección autónoma.  
6.3 Las Condiciones de vida de los internos 
Respecto de las condiciones de vida de los internos de la cárcel “Rodrigo 
de Bastidas” se pudo establecer, que no son nada alentadoras como se espe-
raba desde el inicio de la     investigación y, que solo en los datos recolectados 
de los lugares y elementos utilizados para dormir, se establece que debido al 
hacinamiento carcelario los internos de este penal están padeciendo una grave 
violación a su derecho fundamental a la vida digna, solo el 25% de los internos 
entrevistados duerme en una cama, mientras que el otro 75% duerme en colcho-
netas en el piso; además, el 45% de los entrevistados duerme en una habitación 
mientras que el otro 55% duerme en los pasillos del penal. Tal y como se observa 
en las siguientes gráficas.  
Ilustración 4 Lugar donde duerme el Interno 
 
Es de entender, que el derecho a la vida digna se encuentra altamente relacio-
nado con la dignidad humana, pues se podría llegar a pensar que el derecho a 
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la vida se encuentra protegido dada la baja mortalidad al interior de los presidios, 
que aunque se han presentado casos de personas fallecidas por falta de aten-
ción médica oportuna no se puede desestimar por el índice bajo, porque la vida 
de cualquier ser humano es de los derechos más preciados junto con el derecho 
a la libertad. 
En este punto, vale la pena traer a colación el caso de De la Cruz Flórez 
contra Perú, pues allí la médico encarcelada fue aislada y dada la mala y casi 
nula alimentación le produjo un cuadro de diarrea y de fiebre, que después de 
avisar a los guardias del Instituto Nacional Penitenciario INPE, fue atendida des-
pués de dos semanas, por ello la CIDH condenó a la nación en dicho proveído 
por ese y otros Derechos Humanos vulnerados. Como este caso hay otros que 
a manera de referencia citamos como lo es el caso Artavia Murillo contra Costa 
Rica, el derecho a una vida digna en el caso de Villagrán Morales y otros contra 
Guatemala y el del Instituto de Reeducación del menor contra Paraguay. 
Ilustración 5 Dónde duerme el interno 
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Se puede notar que el hacinamiento carcelario afecta en un altísimo por-
centaje la  manera como duermen los internos pues nunca es lo mismo dormir 
en una cama a dormir en el piso, máxime conociendo que una colchoneta de 
espuma no da un confort para dormir, ya que por ejemplo, el calor que se con-
centra en la tierra afecta directamente la salud de la persona y eso sin considerar 
la facilidad de compartir al mismo nivel con roedores y otros animales rastreros 
como cucarachas lo cual los exponen al contagio de enfermedades. Es tal el 
hacinamiento que en un mismo pasillo duermen hasta 40 internos. Otra conside-
rable razón es que en las habitaciones hay 4 camas y 2 colchonetas, lo que 
aumenta el porcentaje de los internos que duermen en el piso. Resulta impor-
tante resaltar que en la mayoría de los pasillos no hay ventiladores y que además 
hay cortes de energía, lo que afecta directamente la salud de los internos en 
general. 
El informe de la Comisión IDH sobre los derechos de las personas priva-
das de la libertad en las Américas, en diciembre de 2011, sobre las causas del 
incremento del hacinamiento carcelario, posiciona en cuarto lugar la falta de in-
fraestructura adecuada para alojar a la creciente población penitenciaria, diría-
mos que no tanto es ser una causa sino más bien una consecuencia dado el 
incremento de la población carcelaria, como se menciona en el caso Montero 
Aranguren en el centro de detención Retén de Catia, en donde la CIDH concluyó 
que esas situaciones son completamente inaceptables que constituyen un des-
precio a la dignidad humana, un trato cruel, inhumano y degradante así como un 
severo riesgo para la salud y la vida, hacen equiparable a los recluidos en la 
cárcel de Santa Marta. Por ello, siempre hemos manifestado que con tan solo 
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una persona adicional del cupo carcelario, de suyo conlleva a un hacinamiento 
carcelario y por ende a la vulneración de los derechos humanos de estas perso-
nas; por supuesto que es así, ya que al hacer falta una cama adicional a las 
establecidas degenera en que alguien tiene que dormir en un sitio diferente a 
una cama, basta mirar las fotografías al final del presente trabajo para reflejar 
nuestro dicho. 
6.4 Las Condiciones de Salubridad 
Siendo el panorama desalentador en materia de derechos humanos de 
los internos del EPMSC “Rodrigo de Bastidas” de Santa Marta a causa del haci-
namiento carcelario, debe sumarse las malas condiciones de salubridad en las 
que tienen que convivir más de 1.500 personas en un espacio diseñado para 
312. Por ejemplo muy a pesar de que todos los internos entrevistados dijeron 
bañarse todos los días, también todos manifestaron que el servicio de agua es 
racionalizado como se explicó al inicio de este capítulo y que deben ellos mismos 
ir a buscar el agua a un lugar fuera de los patios y transportarla en canecas a los 
patios para poder usarla en el diario vivir. Las condiciones del agua dentro del 
penal no son de potabilidad y aun así el 80% de los entrevistados reconoce tomar 
agua de la llave.  
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Ilustración 6 Condiciones de Salubridad 
 
En este punto queremos traer a colación que la CIDH, en su visita in loco a Perú, 
estuvieron en la cárcel de Challapalca, departamento de Tacna, a pesar de ser 
construcciones modernas, año 1997, no cuenta con los servicios públicos bási-
cos de agua, energía y comunicaciones en forma permanente, y por supuesto, 
otras variantes también vulneradoras de Derechos Humanos, por lo que se re-
comendó inhabilitar  de inmediato y de forma definitiva dicho establecimiento. 
Esto nos apoya, nuestro trabajo, toda vez que el agua es racionalizada, conforme 
lo manifestaron el 80% de los entrevistados y que esa agua, no potable pues la 
extraen de un pozo profundo, beben los internos. Especulando podríamos vati-
cinar que una visita de la CIDH a nuestras cárceles, en especial a la de Santa 
Marta, sería definitiva en la clausura de ella. 
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Ilustración 7 presencia de roedores y otros insectos: 
 
Además, todos han visto roedores e insectos dentro del penal especial-
mente en los dormitorios, en los baños y, el 95%, reconoce que hay presencia 
de estos animales en los  comedores donde se alimentan los reclusos. Respecto 
de la alimentación diaria, los índices no son muy favorables tal y como se mues-
tra en la siguiente gráfica.  
Hay que contar que sólo para el 5% de los internos la comida dentro del                  
Establecimiento es buena, para el 50% es de mala calidad y para el 45% es de 
mediana calidad, tal y como se muestra en la siguiente gráfica.  
Precisamente el año pasado (2015) en el primer mes, Caracol radio in-
formó que los internos hicieron una huelga de hambre en protesta por la falta de 
médicos, medicamentos, higiene y salubridad, presencia de roedores, poca ven-
tilación para temperaturas de hasta 37 grados centígrados. Desde ahí podemos 
constatar que las entrevistas realizadas nos dan un buen hándicap de eficiencia 
en la detección de este problema. 
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Ilustración 8 Percepción de Calidad de la Comida 
 
La alimentación de los internos en su mayor porcentaje manifiestan ser 
de malas condiciones, es decir que no cumple con los estándares de nutrición 
para los seres humanos. En el caso Pacheco Teruel contra Honduras, se pre-
sentó un arreglo amistoso entre los representantes de las víctimas y el Estado 
peruano, habida cuenta del incendio en la celda 19 en donde murieron 107 re-
clusos que originó la demanda ante la Corte IDH, quien en su motivación hizo 
referencia al deber de prevención en condiciones carcelarias para nuestro caso, 
tomaremos el literal d) del párrafo 67, en donde se lee “la alimentación que se 
brinde, en los centros penitenciarios, deben ser de buena calidad y debe aportar 
un valor nutritivo suficiente”. Suficiente ilustración con este caso, pero se puede 
ahondar con el caso  López Álvarez contra Honduras. 
6.5 La Intimidad, la libertad de culto y los jornales de trabajo y/o estudio. 
Bajo la perspectiva de la Teoría Generacional de los derechos, tenemos 
que históricamente los derechos individuales como la libertad, la vida y la libre 
locomoción, fueron obtenidos verbigracia de los triunfos burgueses de la Francia 
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monárquica. Desde tal momento histórico, hasta el día de hoy, y aún en condi-
ciones de privación de libertad como la que documentamos, se ha buscado pre-
servar derechos tales como la intimidad, el desarrollo de la personalidad y al 
trabajo o estudio dentro de los centros de reclusión. Como se había mencionado 
al inicio de este capítulo, el EPMSC de Santa Marta  cuenta con dos templos 
religiosos, el primero una capilla donde se ofician servicios de la iglesia Católica 
y otro templo de la iglesia Evangélica, la población carcelaria en materia de li-
bertad religiosa, está dividida en primer lugar entre quienes practican algún tipo 
de religión que suman el 70% de la población entrevistada y el otro 30% restante 
que manifiesta no  practicar ningún tipo de credo religioso. Entre quienes dicen 
practicar algún tipo de religión, el 42% son católicos, el 50% Evangélicos y el 8% 
restante manifiesta ser cristiano.  
El derecho a la intimidad es un derecho humano y como tal es protegido 
por la Convención Americana de Derechos Humanos CADH, en todas sus for-
mas de intimidad como la corporal, personal y de comunicaciones de cualquier 
tipo. Aquí tomamos referencia es la violación del derecho a la intimidad personal, 
toda vez que los hacinados tienen que ir a los baños y hacer sus necesidades 
ante la vista de sus demás compañeros presentándose burlas y comentarios de 
celda o de pasillo. Buscando un caso similar en la jurisprudencia de la Corte IDH 
encontramos el caso Tristán Donoso contra Panamá, en donde se protegió el 
derecho a la intimidad de comunicación del demandante, haciendo ver a este 
Estado y de contera a los demás Estados parte, que el derecho a la intimidad es 
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inalienable y no se puede vulnerar bajo ningún pretexto y en consecuencia con-
sideró que se había vulnerado los derechos a la vida privada, a la honra y repu-
tación del señor Tristán Donoso.  
6.6 La Formación académica de los internos  
El 50% de los entrevistados manifiesta que sí recibe algún tipo de forma-
ción académica de las que se dictan dentro del penal, para el caso particular el 
90% indica que estudian primaria y el 10% restante secundaria. Del 50% restante 
que manifestó no estar  recibiendo estudio, se encontró que el 25% no lo hace 
alegando que no hay cupos dentro de los programas y un 10% dice que ya es 
bachiller, por tanto no puede acceder al estudio, el 40% restante no responde la 
pregunta de la encuesta.  
El marco legal internacional y nacional del derecho a la educación los en-
contramos en el PIDCP, en la CADH, en la DUDH, entre otros y en el ámbito 
nacional en la propia carta política colombiana. 
6.7 Las Actividades laborales o académicas de los Recluidos  
Entendiendo que para la redención de pena por trabajo o estudio, el con-
denado sólo puede escoger entre una de éstas dos modalidades, el 50% de los 
entrevistados está estudiando y un porcentaje muy bajo se encuentra trabajando 
en labores como rancho, ebanistería y en artesanías, en tanto que los que no 
trabajan manifiestan no estar haciéndolo porque no existen cupos suficientes 
dentro de los talleres de formación laboral que les permitan trabajar para acceder 
a los descuentos punitivos para redención de pena. 
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Solamente dos internos entrevistados manifestaron recibir algún tipo de 
remuneración por su trabajo, el resto no recibe ningún estipendio, ni económico 
ni de otra clase. 
6.8 El Régimen de Visitas.  
Todos los internos entrevistados manifestaron que tienen derecho a su 
visita cada 8 días y que les es respetado ese derecho, sin embargo ningún en-
trevistado de la muestra     manifestó tener conocimiento si le son permitidas las 
visitas del mismo sexo a la población LGBTI del penal “Rodrigo de Bastidas”.  
6.9 Algunos Posibles Abusos dentro del Penal 
Dada la orientación de la investigación que se realizó, fue menester pre-
guntar directamente a los entrevistados si habían recibido algún tipo de maltrato 
físico, verbal o  psicológico por parte de funcionarios del INPEC, a lo que el 75% 
de los entrevistados manifestó que en algún momento se habían sentido lesio-
nados en sus derechos fundamentales, pero de estos el 20% expresó que no 
quería informar que tipo de abusos recibía por temor a represalias, el resto de 
los entrevistados confluyeron en que los abusos, maltratos físicos, provenían del 
GRI o Grupo de Reacción Inmediata del INPEC que funciona como un cuerpo 
antimotines dentro de los establecimientos penitenciarios. Tal y como se muestra 
en la siguiente tabla.  
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Ilustración 9 Abusos por parte del INPEC 
 
 
En este apartado se hace de esencia hacer una reflexión a la luz de un 
autor ya citado, pero donde referenciaremos su obra La Historia de la Locura. En 
esta obra Focault muestra como la práctica de encerramiento a las personas 
declaradas enfermas de locura no era justificada en el hecho de impedir sus 
desordenes y mantener la tranquilidad social sino por el propio bien de estos 
mismos, es decir, al encontrarse con una persona cuyo pensamiento limite era 
declarado objetivamente como poseído de locura era mejor apartarlo con sus 
iguales en encerramiento para mejor tratamiento. 
Históricamente la locura era asociada a cuestiones demoniacas, enferme-
dades y luego sociales apartándolos del común de la masa social. Luego de 
apartarse a las personas consideradas con locura, se busca el modo de ence-
rrarlos y se ponen a la par de espacios compartidos con delincuentes, deserto-
res, borrachos etc., A esto le sigue su clasificación como locos furiosos, deprimi-
dos y tranquilos. 
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Para Focault los Estados modernos tiene una concepción del encierro, del 
castigo, del penal o del diferente muy peyorativa a tal punto que manejar discur-
sivas diferentes a la hora de tratar sus problemas complejos, que en razón de 
nuestra tesis, termina siendo que los delincuentes no merecen resocialización 
sino castigo en la cárcel, para lo cual las condiciones de vida no deben ser nada 
amables: 
“La locura ya no hallará hospitalidad sino entre las paredes del hospital, 
al lado de todos los pobres. Es allí donde la encontraremos aún a fines del siglo 
XVIII. Para con ella ha nacido una sensibilidad nueva: ya no religiosa, sino social. 
Si el loco aparece ordinariamente en el paisaje humano de la Edad Media, es 
como llegado de otro mundo. Ahora, va a destacarse sobre el fondo de un pro-
blema de "policía", concerniente al orden de los individuos en la ciudad. Antes 
se le recibía porque venía de otra parte; ahora se le va a excluir porque viene de 
aquí mismo y ocupa un lugar entre los pobres, los míseros, los vagabundos. La 
hospitalidad que lo acoge va a convertirse —nuevo equívoco— en la medida de 
saneamiento que lo pone fuera de circulación. En efecto, él vaga; pero ya no por 
el camino de una extraña peregrinación; perturba el orden del espacio social. 
Despojada de los derechos de la miseria y robada de su gloria, la locura, con la 
pobreza y la holgazanería, aparece en adelante, secamente, en la dialéctica in-
manente de los Estados.” (Focault, 1967, p48). 
Bajo esta terrible concepción, vemos como la vulneración de derechos al 
interior de las cárceles convierten a la criminalidad en un hecho de circulo vi-
cioso, donde en pro de salvaguardar el orden y la moral social, se manda a los 
rincones de miseria a aquellos penados que una vez salgan de tales muros de 
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vejámenes a sus derechos a la intimidad, a la privacidad y a educarse. Es decir, 
todo el problema que sufre nuestro sistema carcelario, y en definitiva, los proble-
mas de saneamiento básico, espacios de trabajo y estudio, comodidad y hacina-
miento, son parte de la cotidianidad del mundo criminal una vez son presa de 
sus propios ilícitos. 
7. Capítulo IV 
GARANTIA DE LOS PRINCIPIOS DE DIGNIDAD HUMANA, LIBERTAD Y 
SOLIDARIDAD. 
 Colombia es un Estado social de derecho lo que significa que el estado 
tiene como función garantizar a la sociedad todos los derechos esenciales del 
ser humano para que pueda tener una convivencia grata, armónica y pacífica y 
es por ello que el concepto de dignidad humana cobra la importancia que siem-
pre ha debido tener, dentro de la nueva Constitución y por supuesto como lo 
veremos a continuación se erige como un principio rector. 
 Para comenzar a hablar de este primer principio necesariamente hay que 
tocar el tema del hombre en la sociedad donde adquiere y cobra importancia el 
nombre de persona dentro de las legislaciones con el fin de poder reconocerle 
los atributos para que pueda interactuar en la sociedad, por eso el primer atributo 
es el de la capacidad ya que con ella busca relacionarse con las demás personas 
de la comunidad en donde interactúa con el fin, aún sin proponérselo, de orga-
nizarla para sentirse plenamente satisfecho y seguro en la comunidad.  
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 Otro atributo y con seguridad el principal es precisamente el de la dignidad  
que como ser humano el hombre goza dentro de esa sociedad, lo cual no es más 
sino el reconocimiento endógeno y exógeno de sí mismo y de sus semejantes 
como persona humana. Conforme lo manifiesta Kelsen el hombre es un fin en sí 
mismo y no es un medio y, como positivista que es, incide en el reconocimiento 
dentro del derecho positivo a todo nivel lo cual se realza con el inicio del floreci-
miento de los derechos humanos hace un poco más de medio siglo. Recordemos 
que con el paso de la Sociedad de Naciones a la Organización de Naciones 
Unidas se positivizan una serie de derechos humanos en unos pactos interna-
cionales que como el PIDCP y la CADH tuvieron soporte en la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos DUDH. 
 Basta mirar los preámbulos de todos los tratados que sobre Derechos Hu-
manos se han concebido, para ver que se enmarca con fuerza vinculante la dig-
nidad humana como principio rector, lo que significa que la construcción de todo 
el articulado normativo tiene su fundamento en él por lo que lo hace el principal 
derecho de todos los seres humanos. Pero no sólo es dentro del contenido de 
los tratados internacionales en donde se encuentra el principio de dignidad hu-
mana como regente de ellos, sino que en los ordenamientos jurídicos internos 
se le da la prevalencia que debe llevar por ejemplo, nuestra Constitución Política 
de Colombia de 1991 tiene como base y unidad central al hombre por lo que el 
Código penal y de procedimiento penal en su primer artículo nos ubica como 
principio rector a la dignidad humana. 
62 
 
 En este sentido la CIDH en su documento aprobado por la Comisión en 
su sesión celebrada entre el 3 y el 14 de marzo de 2008 y teniendo en conside-
ración el principio rector de la dignidad humana dispone en su documento deno-
minado “Principios y nuevas prácticas sobre la protección de las personas priva-
das de libertad en la Américas” decide realzar y dejar como principio general el 
trato humano al enunciar: “Toda persona privada de la libertad que esté sujeta a 
la jurisdicción de cualquiera de los Estados Miembros de la Organización de los 
Estados Americanos será tratada humanamente, con irrestricto respeto a su dig-
nidad inherente, a sus derechos y garantías fundamentales, y con estricto apego 
a los instrumentos internacionales sobre derechos humanos. 
 En particular, y tomando en cuenta la posición especial de garante de los 
Estados frente a las personas privadas de libertad, se les respetará y garantizará 
su vida e integridad personal, y se asegurarán condiciones mínimas que sean 
compatibles con su dignidad. 
 Se les protegerá contra todo tipo de amenazas y actos de tortura, ejecu-
ción, desaparición forzada, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 
violencia sexual, castigos corporales, castigos colectivos, intervención forzada o 
tratamiento coercitivo, métodos que tengan como finalidad anular la personalidad 
o disminuir la capacidad física o mental de la persona. 
 No se podrá invocar circunstancias, tales como, estados de guerra, esta-
dos de excepción, situaciones de emergencia, inestabilidad política interna, u 
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otra emergencia nacional o internacional, para evadir el cumplimiento de las obli-
gaciones de respeto y garantía de trato humano a todas las personas privadas 
de libertad.”. 
 Concluyendo, ningún Estado que haya ratificado tratados internacionales 
sobre Derechos Humanos, podrá negarse a proteger ni a violentar los derechos 
fundamentales inherentes al ser humano, so pena de recibir las sanciones que 
la Corte IDH imponga. 
El principio de libertad personal también es un derecho humano que los 
tratados internacionales protegen. Si bien es cierto ella puede ser restringida en 
algunos momentos se toma como la excepción y no la generalidad, conforme lo 
manifiesta el artículo 295 de la ley 906 de 2004, teniendo que la libertad personal 
es un valor, un principio y un derecho de raigambre constitucional pues ella en 
el preámbulo de la carta magna lo erige como un valor del ser humano, dentro 
de los fines del Estado debe ser un principio que rija cualquier normatividad y es 
un derecho fundamental como lo dice el artículo 28 ibidem. 
También el documento antes citado de la CIDH erige la libertad personal 
como principio cuando manifiesta: “Toda persona tendrá derecho a la libertad 
personal y a ser protegida contra todo tipo de privación de libertad ilegal o arbi-
traria, La ley prohibirá, en toda circunstancia, la incomunicación coactiva de per-
sonas privadas de libertad y la privación de libertad secreta, por constituir formas 
de tratamiento cruel e inhumano…”. 
Claro, como se dijo es la generalidad pero existen momentos de excep-
cionalidad pero revestidos de elementos de prueba suficientes que vinculen al 
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imputado con el hecho investigado pero no es eterna, debe ser durante un tiempo 
razonable que para nuestro ordenamiento interno es de un año. 
El tema en la Corte IDH no ha sido pacifico, pues siempre ha tenido es-
pecial atención las personas privadas de la libertad, en primer instancia en sus 
visitas in loco a las cárceles de los Estados miembros de donde ha concluido la 
vulneración a ese y otros derechos humanos, hasta llegar al Documento Princi-
pios y buenas prácticas sobre la protección de las personas privadas de libertad 
en las Américas de 2008. 
Por ultimo trataremos el tema de la solidaridad comenzando con el preám-
bulo de la carta de la Organización de os Estados Americanos en la parte que 
dice: “Seguros de que el sentido genuino de la solidaridad americana y de la 
buena vecindad no puede ser otro que el de consolidar en este continente, dentro 
del marco de sus instituciones democráticas, un régimen de libertad individual y 
de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre; 
Persuadidos de que el bienestar de todos ellos, así como su contribución 
al progreso y la civilización del mundo, habrá de requerir, cada día más, una 
intensa cooperación continental.”. 
Hace que la solidaridad empiece a tener una gran acogida, por lo menos 
en nuestro territorio y a partir de la constitución de 1991, cuando en su artículo 
primero nos habla precisamente de la solidaridad de las personas que integran 
nuestra sociedad, pues es bien sabido por todo el conglomerado que este prin-
cipio, es el que más arraigo tiene en nosotros toda vez que siempre hemos es-
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tado solidarios cuando hay cualquier emergencia que necesite del apoyo. Insti-
tuciones como las de Nidia Quintero de Solidaridad por Colombia, han dedicado 
su tiempo precisamente a ayudar en los desastres y en cualquier clase de emer-
gencia en donde se necesite de la ayuda social. 
Incluso, es tan amplio este principio que no nos basta con los desastres y 
emergencias nacionales sino que de presentarse situaciones de este tipo en otro 
País, sea o no Estado miembro de los derechos humanos del sistema del cual 
hacemos parte,  que de inmediato prestamos nuestra ayuda en solidaridad con 
esos seres humanos en emergencia y lo mejor, sin esperar ninguna contrapres-
tación lo que significa que nuestra solidaridad va más allá de cualquier nombra-
miento honorífico, un completo desinterés personal a favor de los necesitados. 
Nuestra Corte Constitucional, en la sentencia C-459 de 2004, nos dice 
que el principio de solidaridad es un deber que pesa en cabeza del Estado y de 
todos los habitantes del País, es decir que involucra no solo a los colombianos 
por nacimiento o adopción, sino a aquellos que están de tránsito por nuestro 
territorio.  
En el primer caso, el deber de solidaridad en cabeza del estado Social de 
Derecho es inherente a su existencia y cualificación en la esfera de cumplimiento 
de sus fines esenciales, por lo que, según la Corporación, la solidaridad es un 
valor constitucional que como fundamento de nuestra organización política tiene 
tres dimensiones en donde debe obrar, siendo la primera como pauta de com-
portamiento, la segunda como criterio de interpretación hacia los particulares 
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cuando con sus acciones u omisiones vulneren o amenacen los derechos fun-
damentales y, la tercera. Como un límite a los derechos propios. 
Entonces este principio en su primera dimensión encuentra especial cu-
brimiento ya que con total desapego, los colombianos colaboran con ayudas de 
todo tipo ante las emergencias de los demás seres humanos y en el caos dos y 
tres le corresponde al estado velar por el cumplimiento de esas dimensiones del 
principio de solidaridad. 
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8. CONCLUSIONES 
 
8.1 PARA DISMINUIR LA VIOLACIÓN DE DERECHOS HUMANOS A CORTO 
PLAZO: 
1. Ordenar la libertad inmediata de las personas aseguradas por delitos de 
violencia intrafamiliar, violencia contra servidor público, hurto calificado 
tentado, fabricación, tráfico o porte de estupefacientes del inciso segundo 
del artículo 365 de la ley 599 de 2000, cohechos, concusión, prevaricatos, 
homicidios en accidente de tránsito, estafas que no superen 10 smmlv, 
receptación, constreñimientos, atentados contra la confidencialidad, la in-
tegridad y la disponibilidad de los datos y de los sistemas informáticos, 
atentados informáticos y otras infracciones. 
2. Ordenar a los jueces de control de garantías no acceder a solicitudes de 
medidas de aseguramiento intramurales en los delitos anteriores. 
 
8.2 SOLUCIONES A MEDIANO PLAZO: 
3. Crear un sistema de control periódico por la Defensoría del Pueblo en 
cada regional, que mantenga los Derechos Humanos de los reclusos in-
cólumes y que el mismo sea un mandato al Ministerio de Justicia para que 
tome las medidas necesarias inmediatas a fin de solucionar los hechos 
generadores de vulneración e incluso de amenaza. 
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4. Debe haber una fuerte inyección de recursos económicos al sistema pe-
nitenciario vigente en el país que impida que la función resocializadora de 
la pena se frustre en los centros penales del país en general y, en parti-
cular, en el Rodrigo de Bastidas de nuestra ciudad. Por cuantos esos pre-
supuestos garantizarían el derecho al trabajo y a la educación, que ade-
más de su función de resocialización forma al detenido para su vida futura 
alejándolo de la reincidencia delictual. 
5. El Populismo punitivo necesita de una reducción inmediata puesto que el 
abarrotamiento de las cárceles con sindicados de delitos sin ser conde-
nados es alta, incluso, en los centros penitenciarios de mediana capaci-
dad como el del objeto de estudio. 
6. La necesidad de continuar con la ampliación de la cobertura carcelaria, 
con nuevos centros de reclusión que de verdad brinden garantías en ma-
teria de derechos humanos a los internos, la cual se hace necesaria para 
superar la crisis carcelaria actual, acompañada de una política criminal 
del Estado alejada del populismo punitivo. 
7. Contratar el servicio de preparación y suministro de alimentos, de buena 
calidad y de raciones suficientes que garanticen el suministro de las vita-
minas necesarias para mantener una buena salud de los internos, con-
forme a los parámetros que determine un nutricionista. 
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10. ANEXOS 
ANEXO 1. FOTOGRAFÍAS DEL CENTRO PENITENCIARIO DE MEDIANA 
SEGURIDAD Y CARCELARIO “RODRIGO DE BASTIDAS” DE LA CIUDAD 
DE SANTA MARTA.  
 
 
 
 
 
 
Fuente: Jorge Octavio Pereira Saade. Defensoría Pública de Santa Marta. 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Jorge Octavio Pereira Saade. Defensoría Pública de Santa Marta. 
 
80 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Jorge Octavio Pereira Saade. Defensoría Pública de Santa Marta. 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Jorge Octavio Pereira Saade. Defensoría Pública de Santa Marta. 
 
